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Corte Suprema, 4 de enero de 1999

Prieto Comelin , Arturo con Rodríguez Quezada , María

R ECURSO DE CASACIÓN FORM A Y FONDO. MAT ERI A CIVIL '

M ATERIA: La fundamentación de la se ntencia
como gara ntía proc esal. Su contenido pur amente
form al en la jurisprudencia dominante. La preca­
riedad o la falta de lógica de los razon amientos
como una cau sal de nulidad . La falta de pondera­
ción de la prueba config ura el vici o.

D OCTRI NA: La falt a de consideraciones de
hech o o de derecho se produce cu ando la sen ­
tencia no de sarrolla los razonamientos que de­
term inan el fallo y carece de las norm as de de­
rec ho qu e le si rv an de fundam ento . No exi ste
es te vici o de anulación cu ando los razonamien-

1 La se ntencia es tá publicada en la Revi sta de
Derecho y Jur isprudencia. T . XVCV I. enero- abril 1999.
secc, l' pp. 1-4 .

C OM ENTARIO:

tos no se ajustan a la tesis sustentada por el recu ­
rrente .

CORTE SUPREMA. 4 DE ENERO DE 1999

Con siderando:

1. En cuanto al recurso de casación en la f orma:

1°) Que el recurrente señala que la sentencia
impu gnada fue dictada con diversos errores for­
males, los que la invalidan. Sostiene el reclaman­
te que el fallo, cen surado incurrió en las cau sale s
previstas en los N°s 1, 2, 5 Y 9 del artículo 768
del Código de Procedimiento Civil.

2°) Que , en cuanto a las primeras cau sales de
casa ció n invocadas de los N°s. l y 2 del artículo
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LA SENTENCIA: UN DERECHO ESENCIAL DEL JUSTICIABLE

Alejandro Romero Segu el
Profesor de Derecho Procesal
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PRESENTACIÓN DEL TEMA

En este comentario nos dedicaremos a repasar algunas cuestiones que surgen a propósito
de la motivación de las sentencias. Como se sabe, se trata de una materia con una larga
evolución histórica, en la que no han estado ausentes las consideraciones políticas para optar
por fundamentar o no un fallo judicial. En la actualidad la motivación de la sentencia es una
de las garantías procesales más indi scutidas, presente prácticamente en todos los sistemas
procesales.

Los con siderandos 6° y 7° de la sentencia de casación en la forma reproducen literalmente
una doctrina asentada en nuestra jurisprudencia, que ha dado a la garantía que nos ocupa un
contenido puramente formal. En efecto, para la gran mayoría de nuestros jueces el deber de
fundamentar se cumple cuando la sentencia contiene los requisitos de forma que indica el



572 REVISTA CHILENA DE DER ECHO [Vol. 27

768 del Códi go de Procedimient o Ci vil , el intere­
sado expresa que el fund amento de ell as con siste
en que antes de la vista de la causa dedujo recu sa­
ci ón e n contra del Abogad o integr ante se ño r
Eduardo Niño Tejeda, que conformaba el Tribu­
nal el día que se vio la ca usa. No obsta nte lo
anterior, el pro ceso de tod os modos se fall ó en
esa ocasión e intervino en la sentencia obje tada el
Abogado señor Niñ o, que hab ía sido recu sado por
el dem and ado.

3°) Qu e en esa oc as ión so lo obtuvo com o res­
puesta de la se ñora Rel atora del proceso que la
Sala habí a resuelto improcedent e la recu sación en
aque llas causas qu e se con ocían "e n cuenta", es to
es , que no se oyeran alegatos . Por co ns iguiente,
afirma que el fa llo cues tio nado fue pronunci ado
por un tribunal integrado en co ntravenció n a lo
di spuesto por la ley, o bien con la co ncurrenc ia
de un Jue z legalm ent e impli cado o cuya rec usa ­
ción es tá pendiente o haya sido declarada por Tri­
bunal competente ; lo cu al produ ce la in valid ación
del fall o censurado.

4°) Que del estudio de los ant ecedentes, se
desprende que efe ctivamente se co metió el vicio
denunciado por el interesado, vale decir, la sen­
tencia fue dictada por un tribunal en que uno de
sus miembros estaba previ amente recu sado por la
parte dem and ada, si n emba rgo, se desest ima el

recurso plant eado por cua nto tal vic io no ha in­
fluido en lo di spo sitivo del mismo, puesto que los
dos mini st ros restant es que co mponían la Sala en
es a époc a resol vieron co nfirma r la se nte ncia ape ­
lada y en tale s circunstanci as el vici o alegado no
alte ró la deci sión fin al ado ptada por la Sala del
Tribunal de alzada.

SO) Que , a mayor abundami ent o, cabe co nsig­
nar que los hechos esg ri midos como fun damento
de las ca usa les de invalidación del fa llo rel ati va a
los N°s I Y 2 del artículo 768 del Código de Proce­
dimiento Civil no las constituye n, por lo que el re­
curso intentado por es ta vía debe se r desestimado;

6°) Que el recl amante manifiesta que el fall o
ce nsura do ado lece de los vicios co nte nidos en la
causal del W 5 del artícu lo 768 de l Códi go de
Procedimient o Ci vil , en rel aci ón co n los N°s 4 Y 6
del artículo 170 del mismo texto legal , puesto que
los Ju eces del Fondo no hici eron ninguna consi­
dera ción respect o de los documentos presentados
en alzada, y se omitió la práct ica de una dilige n­
cia prob atoria so lici tada con antelación.

7°) Que el vicio aludido por el recurrent e so lo
concurre cuando el fall o no co ntie ne co nsi dera­
cio nes de hech o o de derecho qu e le si rva n de
funda mento , es to es, cuando no se desarr oll an los
razonamientos que determ inan el fall o y ca rece de
las normas de ley, dere cho o equidad qu e tien dan

artículo 170 del Código de Procedimiento Civil , y que complementa el Auto Acordado de la
Corte Suprema sobre la forma de las sentencias, de 30 de septiembre de 1920.

Con anterioridad, nuestro Máximo Tribunal había reiterado que la causal de cas ac ión en
la forma del art. 768 N° 5, en relación al número 4 del art. 170, ambos del CPC , solo concurre
cuando esta no contiene las con sideraciones de hecho o de dere cho que le sirvan de funda­
mento a la deci sión, esto es, cuando no se desarrollan los razonamientos fácti cos y ju rídicos
que fundamentan el fallo y tienden a obtener la legalidad del mismo (CS. 4 de junio de 1996 ,
RDJ t. XCII, secc. la, W 2, p. 77 , Rodríguez Guaita , Germ án con Alamas A., Anton io; CS .
19 de marzo de 1997 , RDJ t. XCIV , secc. l a, W 1, p. 25, Muñoz Salas Sergio, con Los
Esteros Ltda.; CS . 29 de enero de 1998, RDJ t. XCV, secc . la, W 1, p. 9, Guarello FH, Jorge
con Cáceres, Federico y otro; CS. 29 de septiembre de 1999, RDJ t. XCV , secc . l a, N° 3, p.
158, De Widts Urrutia, Solange con P. Universidad Católica de Chil e).

Este ideal teórico de sentencias fund adas en los hechos y en el dere cho no siempre se
cumple. Varias son las razones que explican esta carencia en el desempeño de la actividad
jurisdiccional.

En primer lugar, la principal causa provi ene del exceso de trabajo de los jueces, sobre
todo en las grandes ciudades . En este punto no exagera un autor que utiliza la metáfor a de los
"jueces sitiados", para graficar la abne gación que impone el desempeño judicial , frente a la
ostensible judicialización de todos los conflictos. Esta realidad objetiva determina que en
muchos casos se pronuncien fallos cuyo nivel de fundamentación es famélico , tanto en el
establecimiento de los hechos de la contienda como en el razonamiento de dere cho que
sustenta la conclusión final.

Lógicamente, la solución a est a sobrecarga de trabajo no se ha hecho esperar. En este
sentido, algunos jueces han recurrido a medios puramente estéticos para intentar cubrir en
parte la deficiencia en la fundamentación de los fallo s. El recurso más utilizado proviene de
la práctica de incluir largas partes expositi vas, en las que se transcriben de un modo cas i
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a obtener la legalidad del mismo, pero ello no tiene
lugar cuando estos se ajustan a la tesis sustentada
por el reclamante y ni aun cuando ellas resulten
equivocadas. Así, en el caso de autos, basta la lec­
tura para concluir que contiene adecuadamente la
referida exigencia máxime cuando la sentencia de
la alzada confirmó íntegramente la de primer gra­
do que, a su vez, contenía todos los requisitos
contemplados en el artículo 170 del Código de
Procedimiento Civil, debido a lo cual se recha­
zará también el recurso de casación en la forma,
en lo que dice relación a este respecto ;

8°) Que finalmente el interesado estima que
los sentenciadores incurrieron en la causal de in­
validación prevista en el W 9 del Artículo 768
del Código de Procesamiento Civil, vale decir,
haber faltado a algún trámite o diligencias decla­
rados esenciales por la ley. Añade que se omitió
la práctica de una diligencia probatoria que había
sido pedida con anterioridad, lo que le ha provo­
cado perjuicio evidente;

9°) Que debe desestimarse el vicio denuncia­
do, pues los hechos fundantes y basamento de su
petición no configura la causal de casación invo­
cada, de conformidad al artículo 800 del Código
de Procesamiento Civil, en relación con el artícu­
lo 795 del mismo cuerpo legal, motivo por el cual
el presente recurso no puede prosperar.

n. En cuanto al recurso de casación en el fondo:

10°) Que el recurrente indica que la sentencia
censurada ha sido dictada conteniendo diversos
errores de derecho los que la invalidan. Añade
que se infringieron los artículos 13, 20, 112, 114,
119 Y 179 del Código de Aguas y el artículo 408
del Código de Procedimientos Civil;

11°) Que el interesado expresa que los errores
de derecho se cometieron al estimar los sen­
tenciadores que procedía el amparo de aguas, no
obstante que las aguas son del exclusivo dominio
del dueño del predio donde nace y muere la ver­
tiente que se pretende amparar. En el caso sublite,
habiendo el demandado probado que es el titular
del mencionado predio procedía denegar la peti­
ción de la actora por carecer del derecho recla­
mado;

12°) Que son hechos establecidos en la sen­
tencia recurrida, en lo que interesa al presente re­
curso de casación en el fondo , los siguientes:

a) La actora es dueña de la propiedad de autos y
que esta goza de un derecho de aprovechamien­
to de aguas inscrito a su nombre .

b) Desde el 17 de octubre de 1989, se encuen­
tra la actora privada del uso de estas aguas.
por encontrarse suspendido el suministro a

literal los escritos fundamentales del período de discusión y no en pocas ocasiones las dili­
gencias de prueba. A través de este proceder se logran sentencias voluminosas, que a primera
vista impresionan a cualquiera, pero que examinadas en su contenido dejan al descubierto su
falencia argumentativa. Esta práctica debe criticarse, ya que el aumento de la parte ex positiva
nunca constituirá en sí misma la observancia de la garantía procesal de motivación.

Otra causa de la falta de motivación de las sentencias, en nuestro medio, surge de equivo­
cadas concepciones acerca de los sistemas de ponderación de la prueba. El problema se
presenta en aquellos procesos en los que el legislador ha optado por un sistema de valoración
de la prueba más libre . En estos casos, algunos jueces han omitido exponer en la parte
considerativa las razones que los lleva a dar por acreditados los hechos de una determinada
forma, dejando a la sentencia sin la debida fundamentación. Se piensa que recurriendo a una
simple fórmula de estilo, como por ejemplo, "que los demás medios de prueba que no se
ponderan no logran la convicción del tribunal", se estaría cumpliendo con la obligación de
fundamentar la sentencia. Esta práctica judicial también es grave, sobre todo si se advierte
que el sistema de valoración de la prueba impide luego a las partes utilizar el recurso de
casación en el fondo por infracción a las leyes reguladoras de la prueba.

Es en la justicia laboral donde de forma más ostensiblemente se aprecia la situación antes
descrita. Los excesos allí cometidos -en orden a no fundamentar adecuadamente los fallos­
han llevado a otra situación censurable en el plano dogmático . La Corte Suprema se ha visto
forzada a tener que admitir la existencia de infracción a las leyes reguladoras de la prueba en
materia laboral, contradiciendo una doctrina que denegaba el recurso de casación en el fondo
cuando se trataba de obtener el control de facultades discrecionales en la apreciación probato­
ria de los jueces de la instancia.

Sin pretender agotar esta temática, examinemos y repasemos algunos temas vinculados a
la garantía procesal de fundamentación de la sentencia.
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través de las mangueras instaladas para su uti­
lización.

e) La turbación o embarazo se produjo cuando
presumiblemente el demandado procedió a sa­
car, arbitrariamente, las mangueras del punto
de captación por destrucción de sus instala­
ciones originales, desviándose el curso para
ser usadas en otra propiedad.

d) La demandante goza de estos derechos, hace
más de 20 años.

\30) Que, como se aprecia del contenido del
recurso, este por un lado ataca los hechos estable­
cidos en la sentencia cuestionada y por otro las con­
clusiones de derecho a que llegaron los jueces del
fondo, previa apreciación de las pruebas conforme a
las reglas atingentes, para de esa manera obtener
una sentencia distinta a la recurrida. El recurso, en
cuanto desconoce los hechos acreditados en el pro­
ceso debe ser desestimado porque dicha materia es
ajena al control de legalidad que ejerce este Tribu­
nal; y en cuanto a las normas que el reclamante
denunció como infringidas, cabe señalar que tampo­
co pueden resultar vulneradas porque la correcta
aplicación que pretende el interesado, solo podría
tener lugar a la luz de hechos diversos a los fijados
en la sentencia impugnada, los que por haber sido
soberanamente establecidos por los jueces resultan

inamovibles para esta Corte Suprema y son los
únicos a los que ha de sujetarse este Tribunal.

14°) Que de lo anterior se colige que los jue­
ces de la segunda instancia dieron adecuada apli­
cación a las normas pertinentes y no se ha produ­
cido violación a las disposiciones legales que se
denunciaron como infringidas por el recurrente,
razón por la cual el presente recurso de casación
en el fondo debe ser rechazado.

Por estas consideraciones y visto además en
lo dispuesto en los artículos 764, 767, 768 Y 772
del Código de Procedimiento Civil se declara que
se rechazan los recursos de casación en la forma
y en el fondo interpuestos en lo principal de foja s
94, por la abogada Lidia Hoagtert L ópez, en re­
presentación de Arturo Prieto Comelin, en contra
de la sentencia dictada por una de las Salas de la
Corte de Apelaciones de Valparaíso, que es el 21
noviembre de 1995, que se lee a fojas 93, la que
en consecuencia no es nula.

Se llama severamente la atención a los Mi ­
nistros de la Sala de la Corte de Apelaciones de
Valparaíso que dictaron la sentencia recurrida, con
la intervención de uno de sus miembros que había
sido previamente recusado, lo que revela una falta
de análisis y estudio adecuado del caso sublite.

Hernán Alvarez G., Mario Garrido M., Marcos
Libedinsky T., José Benquis C., Urbano Marín V.

ANTECEDENTES HISTÓRICOS

En el derecho histórico el deber de fundamentar no era consustancial a los fallos. Así, por
ejemplo, en Las Partidas se aludía más bien a otros deberes, el de información y reflexión a la
hora de sentenciar, ello en los siguientes términos: "El juez debe catar, escudriñar y saber la
verdad del hecho" y según la fórmula de sentencia inserta en la Partida III, tít. 18, ley 109, en
ella debe dejar constancia de que ha oído las razones alegadas por las partes, ha examinado
los testigos presentados y ha tomado consejo de "hombres buenos y sabedores de derecho".
Como se puede apreciar, dichas exigencias no apuntaban a consignar tales razones en el fallo,
siendo la sentencia un acto que quedaba en la conciencia del juez l.

La falta de motivación de la sentencia ha sido explicada por algunos con relación al
sistema político imperante. En los casos que el monarca constituía el símbolo del poder, la
función de juzgar el caso era una actividad de decir y hacer justicia en cada caso, sin tener la
necesidad de actuar justificando la decisión frente a sus s úbditos? .

Durante el Despotismo Ilustrado, como una proyección más de la concepción absolutista
del poder, de un modo expreso se suprimió la fundamentación de las sentencias. Una Real
Cédula de 23 de junio de 1768 -de Carlos III- derogó en el derecho castellano una normativa
anterior -dada por Felipe V- que había obligado a escribir las sentencias definitivas o las
interlocutorias, y los decretos y provisiones en lengua castellana y expresando motivos... El

I Sobre el tema, cf. URQUIJO, Mariluz, " La acción de sentenciar a través de los apuntes de Benito de la
Mata Linares", en Revista de Historia del Derecho , Buenos Aires : Instituto de Investigaciones Históricas. 1976 .
pp. 141 ss .

2 Sobre los límites de los monarcas en la administración de justicia. cfr. MARONGIU, Antonio. "Un momento
típico de la monarquía medieval: el rey juez", en Anuario de Historia de Derecho Español. t. XXIII , Madrid. 1953.
pp. 677-715.
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argumento del monarca ilustrado para justificar tal supresión era la conveniencia de evitar
gastos, evitar cavilaciones de los litigantes y ahorrar tiempo.' . A partir de allí se ordenó que
las sentencias solo tuvieran palabras decisorias.

Un estudio histórico sobre la referida Real Cédula de 1768 da cuenta que esta no encontró
reservas ni opinión crítica de los autores de la época sobre tan drástica medida. Por el
contrario, algunos manifestaron su conformidad y beneplácito, como es el caso de don Pedro
de Boada de las Costas y Figueiras, que agrega a los argumentos dados por la Real Cédula, el
siguiente : "si se permitiese fundar las sentencias podría darse el caso de una sentencia justa
apoyada en razones no concluyentes en cuyo supuesto el litigante perdidoso se inclinaría a
empeñarse cada vez más en la causa, prescindiendo de la esencia justa de la decisión judicial
y alentado por la debilidad de sus motivos".

Que las sentencias durante mucho tiempo no eran motivadas se desprende ya no solo
de razones de texto legal, sino de la misma práctica judicial. En uno de los manuales más
relevantes del período de los prácticos judiciales, nos referimos a los Apuntamientos prácti­
cos para todos los trámites de los juicios civiles, cuyo autor es el Conde de la Cañada -el
procesalista más importante de la segunda mitad del S. XVIII-, quien propone como fórmula
decisoria de las sentencias una más breve que la de las Partidas, ya que a su juicio el acto de
juzgar se reducía a lo siguiente: que la parte actora probó bien y cumplidamente su acción y
demanda y mientras que el demandado no probó la excepción que opuso.

La motivación de las decisiones judiciales, de un modo general, se apunta como un logro
de la Revolución Francesa, concretamente en la ley de 16-24 de agosto de 1790. Esta ley
obligó a motivar todas las sentencias civiles, penales, de todos los jueces y tribunales", "El
deseo de proteger la literalidad de la ley de la interpretación que de la misma se hiciera por
jueces y tribunales, animó a que los legisladores franceses impusieran, primero, la obligación
de motivar todas sus decisiones y, segundo, intentaran asegurar el edificio de la legalidad
creando un Tribunal de Casación vinculado al Legislativo">, Esta obligación de motivar la
sentencia sería recogida luego por los códigos napoleónicos, y su omisión sería sancionada
con la nulidad por una ley de 1810.

En su esencia, esta idea de los Ilustrados, positivada en los textos antes indicados, des­
cansa sobre la premisa de una absoluta correspondencia entre las premisas legales y los
hechos concretos, siendo la decisión del juez solo una aplicación mecánica de la ley. Toda
esta concepción venía acompañada con otras ideas para reforzar el ideal teórico, en orden a
que la leyera la única fuente del derecho.

Por cierto, si las premisas del legalismo radical fueran efectivas no habría mayor dificul­
tad en fundamentar un fallo, ya que dicho acto se agotaría en el cumplimiento de las exigen­
cias formales. Sin embargo, los postulados teóricos que visualizan la función jurisdiccional
como una actividad mecánica sucumben cuando el juez debe proceder a la aplicación de la
norma legal al caso concreto sometido a su decisión. En efecto, aunque se proclame que el
derecho es ley, en la realidad nadie puede desconocer que la función jurisdiccional "de
aplicar la ley" en ningún caso es un fenómeno rígido, ya que la ley va siendo adaptada por los
jueces de un modo mucho más flexible de lo que se cree a primera vista, incluso en sistemas
como el nuestro, definido en el terreno de los principios como esencialmente legalista. La
misión de todo jurista es la de aplicar una regla de derecho a los casos concretos que se
presentan en la vida real, ensanchando o limitando el campo de aplicación de tales normas. El
problema en este punto es solo saber cuál es el límite que se debe reconocer a los jueces para
realizar esta integración a la hora de decidir.

3 (Para evitar los perjuicios que resultan con la práctica que observa la Audiencia de Mallorca. de motivar
sus sentencias, dando lugar a cavilaciones de los litigantes. consumiendo mucho tiempo en la exten sián de las
sentencias, que vienen a ser un resumen del proceso, y las costas que a las partes sigilen ... )

4 Sobre el tema, cf . GARRIGA. Carlos, LLORENTE, Marta, "El juez y la Ley: La motivación de las sentencias".
en Anuario Facultad de Derecho Universidad Aut6noma de Madrid. 1997, pp. 97-142.

5 lb . cit. ant. p. 130.
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La necesidad de fundamentar las sentencias surge de considerar que la actividad jurisdic­
cional no se puede reducir a una actividad de simple aplicación técnica de una norma previa,
que solucionaba tal controversia. Como bien lo apunta Ollero, "la práctica del derecho no
consiste en la aplicación de una receta teórica, contenida en la ley. El proceso de interpreta­
ción jurídica de la vida social, la valoración de las conductas, hasta ajustarlas posibilitando la
convivencia, comienza ya a prepararse en el debate legislativo. Su resultado se convertirá en
criterio de normalidad social, de consolidación de expectativas y de control de decisiones
judiciales'". "La actividad jurídica es esencialmente un juicio, un enjuiciamiento de una
conducta concreta a la luz de unos principios valorativos'". "La decisión juiciosa que la
sentencia encierra no es resultado de un aséptico proceso ctentifico; implica la indisimulable
apuesta por una determinada opción ética. El proceso tiene como función hacerla razonable,
obligando a argumentarla. El juez no es un ciúdadano con patente de corso para imponer sus
propias convicciones. La suya ha de ser una opción ética, en lo posible 'democrática'; como
debió serlo la ley que le sirve ahora de fundamento. En todo caso, se tratará de una opción
vigilada, sometida al control de sucesivas instancias; buscando un resultado lo más ajustado
posible, pero con el menor costo social'".

LA FUNDAMENTACIÓN EN NUESTRO DERECHO HISTÓRICO

En dos excelentes trabajos sobre la fundamentación de la sentencia en nuestro derecho
histórico, escritos separadamente por los historiadores del derecho don Hugo Hanisch
Espíndola y don !talo Merello Arecco", se coincide que en nuestro medio la motivación de la
sentencia reconoce como fechas muy relevantes los años 1822 y 1837. En efecto la Constitu­
ción de 1822, dada por O'Higgins, en la parte relativa al Poder Judicial y garantías individua­
les, se establecía que: Toda sentencia civil i criminal debe ser motivada . Lamentablemente tal
intento no prosperó, por la corta vigencia de la carta constitucional, puesto que el Director
Supremo abdicó el 28 de enero de 1823 y la Constitución era de diciembre de 1822 10 •

Un claro precursor de la garantía procesal de fundamentar las sentencias fue el Presidente
Joaquín Prieto, quien presentó al Congreso Nacional en el mes de noviembre de 1836 una
reforma que fustigaba la práctica reinante en aquella época. Para lo que aquí importa, en
dicho proyecto se sostiene que una de las cosas más importantes que reclamaba la reforma
sobre los procedimientos judiciales es imponer a los juzgados y tribunales de la república la
obligación de fundar sus sentencias. Una práctica monstruosa. resto de la ignorancia y del
despotismo, ha tenido a la familia chilena privada hasta hoy de este beneficio común a todos
los pueblos libres de la tierra; y mientras nuestros códigos políticos han declarado a los
ciudadanos los derechos más preciosos. y han establecido los cimientos del orden público;
los derechos de los ciudadanos y el orden público han estado a la merced de las decisiones
arbitrarias del Poder Judicial. No pueden ocultarse a vuestra sabiduría los funestos resulta­
dos, que produce y que debe producir esta anomalía política, que salva de la obligación de
dar cuenta de sus operaciones a los funcionarios que disponen de nuestros más caros intere­
ses, porque tienen en sus manos las vidas. el honor, y las fortunas de los individuos... pero la
lentitud con que probablemente se procederá en la adopción de esta importante reforma,

OLLERO TASSARA. Andrés. ¿Tiene razán el derecho", Madrid: Congreso de los Diputados. 1996, p. 488 .
lb . cit . ant. p. 474.
lb. cit . ant. p. 489.
Cfr. HANISCH ESP(NDOLA, Hugo, "Contribución al estudio del principio de la práctica de la fundamentación

de las sentencias en Chile durante el siglo XIX", en Revista de ES/lidios Histáríco-Jurídicos, Val paraíso: Ediciones
Universitarias de Val paraíso, 1982, pp . 131-173; MERELLO ARECCO, halo, "La ley mariana de fundamentación de
sentencias frente a la clemencia judicial en materia penal", en la misma revista, 1983, pp. 71-98. Los datos
históricos que siguen están obtenidos de estos trabajos.

10 Cfr. MERELLO ARECCO, art . cit . p. 72 .
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aleja considerablemente de nosotros el momento de ver establecidas algunas innovaciones
sin las cuales no pueden tener influjo ni observancia nuestras instituciones políticas. (El
Araucano N° 325 de 25 de noviembre de 1836)11.

Pues bien, todo este movimiento culminó con la Ley Mariana de 2 'de febrero de 1837,
sobre fundamentación de las sentencias, dictada por el Presidente Joaquín Prieto, haciendo
uso de facultades extraordinarias dadas para enfrentar la guerra con Perú. En lo que interesa
el texto legal referido dispuso: Toda sentencia se fundará breve y sencillamente. El fundamento
se reducirá solo a establecer la cuestión de derecho o hechos sobre que recae la sentencia, y a
hacer referencia a las leyes que le sea aplicables, sin comentarios ni otras explicaciones ".

Esta leyes importante por dos razones: 1°) Por primera vez se estableció en nuestro
derecho patrio la obligación de motivar los fallos, que hasta antes de esta trascendental
reforma se silenciaban completamente, y, 2°) Sentó la primera piedra para el desarrollo de
la garantía de la fundamentación, que en el concepto de esa leyera bastante elemental o
primaria' ",

Como suele ocurrir en nuestro medio, la aplicación práctica de esta innovación procesal
no fue expedita, surgiendo dudas sobre el modo como materializar esta instrucción. Es así
como la Corte Suprema, muy perpleja ante esta nueva obligación, con fecha 11 de febrero de
1837 ofició planteando una consulta de 12 puntos al Ministro del Interior de la época, don
Diego Portales, al que pide aclaraciones en tales casos. El Ministro no respondió a esto
directamente, sino que dio traslado de ello al propio Fiscal de la Corte Suprema, que en
aquella fecha era don Mariano Egaña. Este jurista de talla dio una respuesta el 20 de febrero
de 1837, en un oficio que haría suyo el Ejecutivo que se convertiría en la Ley de 1° de marzo
de 1837, complementaria del anterior texto.

Esta normativa de las leyes marianas sobre fundamentación de la sentencia duraría hasta
el 12 de septiembre de 1851, cuando el Presidente Manuel Montt promulgó la ley sobre
acuerdos y fundamentación de las sentencias. Esta ley estaría vigente hasta la entrada en
vigencia del Código de Procedimiento Civil, ello de marzo de 1903. A lo dispuesto por el
código se debe agregar el complemento del Auto Acordado de la Corte Suprema de 1920
sobre la forma de las sentencias.

LA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA CIVIL

El artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, establece que toda sentencia conten­
drá: "las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia".

Uno de los mecanismos de control de esta garantía es el recurso de casación en la forma,
que conduce a declarar la nulidad de sentencia que se pronuncie con omisión de cualquiera de
los requisitos enunciados en el artículo 170 (art. 768 W 5 CPC).

En su aplicación práctica, se ha entendido que no toda omisión de las exigencias formales
de una sentencia provoca la nulidad. En el caso de la falta de consideraciones, debe tratarse
de un defecto de cierta entidad que influya en lo dispositivo del fallo, ya que de lo contrario
el vicio no podrá justificar la aplicación de una ineficacia tan radical como la nulidad.

Un tema interesante sobre la fundamentación se produce a propósito del recurso de apela­
ción. Como se sabe, en el derecho moderno la apelación se presenta como un medio de impug­
nación prácticamente en todos los códigos de procedimiento. Sin embargo, los efectos, fines y

11 lb . clt . ant . pp . 72-73.
12 Como lo advierte Salvar. "La tendencia racionalista aparece formulada por primera vez en el DFL de 1837.

redactado por Mariano Egaña, que obliga a los jueces a mencionar en los fallos que dicten las leyes en que se
fundan, con lo que se termina el arbitrio judicial, que proporcionaba flexibilidad a la jurisprudencia indiana".
(SALVAT MONGUILLOT. Manuel, "Los prontuarios jurídicos chilenos en la primera mitad del siglo XIX", en Revista
de Ciencias Sociales, U. de Valparaíso, N" 39,1994, pp . 135) .
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en general la fisonomía del recurso puede cambiar, advirtiéndose dos regímenes, a saber: la
apelación plena o completa (ius novorumi o la apelación limitada. La diferencia entre una y
otra radica en la posibilidad de innovar que se reconoce en segunda instancia, especialmente
en los siguientes aspectos : a) el ejercicio de nuevas pretensiones en la apelación; y b) la
aportación de materiales probatorios. En nuestro medio la apelación tiene alcances limitados,
puesto que -en principio- no admite la introducción de nuevas cuestiones controvertidas, y
además porque la segunda instancia en nuestro medio es básicamente una revisión, que per­
mite a las partes una restringida producción de pruebas.

Aunque la apelación en nuestro ordenamiento sea limitada, existe un deber del tribunal de
segunda instancia de pronunciarse y fallar las cuestiones deducidas por el apelante como
agravio del recurso, cuestión que no siempre se realiza, dejándose de fundamentar muchos
aspectos que expresamente se incluyeron como puntos materia de la revisión. Si la apelación
es instancia, existe una auténtica obligación en el fallo del tribunal de alzada de pronunciarse
expresa y fundamente sobre el tema debatido, introducido por el apelante al fijar el gravamen
del recurso. Se configura un vicio en el fallo de segunda instancia si el Tribunal de Alzada no
fundamenta su sentencia ni se pronuncia expresamente sobre los puntos que estaban dentro de
la competencia fijada por esta parte, al formular su agravio en la apelación.

ALGUNAS ORIENTACIONES JURISPRUDENCIA LES

En la jurisprudencia el desarrollo de la garantía de fundamentar las decisiones judiciales
se contiene en decenas de sentencias. Dentro de las pautas más recientes, conviene destacar
dos fallos de la Corte Suprema sobre el alcance de la garantía que nos ocupa:

a) Con fecha 26 de mayo de 1998 se resolvió que .....la referida causal de nulidad formal se
configura cuando la sentencia no contempla los razonamientos necesarios, referentes a los
hechos que sirven de fundamento al fallo y también cuando no se desarrollan los argu­
mentos jurídicos que lo determinan . Como para los efectos de dar por acreditado un
hecho, es menester previamente analizar la prueba a la luz de las normas que la regulan;
se incurre en la causal en examen si en la sentencia se lo da por probado, sin que en
forma previa los sentenciadores hayan efectuado el proceso racional que significa apre­
ciar la prueba conforme a las reglas que al efecto establece el ordenamiento jurídico".
Acto seguido, consecuente con la declaración general allí contenida, la Corte Suprema
procedió a declarar la nulidad del fallo de segunda instancia que se limitó a aludir a un
informe pericial, sin entrar a analizar y considerar aspectos sustantivos relativos a errores
que se contenían en tal medio de prueba, incurriendo en la causal de nulidad del art. 768
N° 5 del CPe. El considerando 4° expresa al respecto: "Que, tratándose de la prueba
pericial, el artículo 425 del Código de Procedimiento Civil señala que los tribunales
deben apreciarla en conformidad a las reglas de la sana crítica. La sana crítica es aquella
que nos conduce al descubrimiento de la verdad, por medio de lo que aconseja la recta
razón y el criterio racional puesto en juicio y constituye un método de evaluación objeti­
vo, en cuanto compele al tribunal a tener que demostrar y exteriorizar, en las respectivas
consideraciones, los motivos de convicción, de tal manera que sea posible fiscalizar todo
el proceso intelectual, crítico y analítico, en cuya virtud tiene por establecidas las
premisas de hecho en que se apoya la declaración jurisdiccional (CS. 26 de mayo de
1998, ROl t. XCI, secc. l", W 2, p. 56, Fones Mosquera, Walter con Salinas Cabello,
Waldo).

b) Aunque más lacónica que la anterior, pero muy contundente en cuanto al contenido
que se le debe dar a la garantía, la sentencia de 15 de julio de 1998 declaró que "; .las
consideraciones de hecho y de derecho deben ser tales que en ella se desprenda lógica­
mente su parte dispositiva" (ROl t. t. XCI, secc. l", N° 2, p. 101, Hernández, Eva con La
Interamericana Cía. de Seguros de Vida S.A.).
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Resulta destacable el contenido de ambas sentencias, ya que postulan una interpretación
extensiva de la causal de nulidad de la sentencia por falta de fundamentación, superando el
plano puramente formalista que domina en la jurisprudencia. Es alentador apreciar cómo
se reconoce la posibilidad de ampliar el control de la actividad judicial, especialmente para
las hipótesis en que el error del juzgador se puede producir en hipótesis en que tradicional­
mente está vedada la casación en el fondo (v. gr. como la apreciación de la prueba pericial
y testimonial, la apreciación comparativa de los medios de prueba, etc .). Desde otro punto
de vista, nos parece correcto conceder a la garantía procesal de contar con una sentencia
fundamentada un alcance más amplio, ya que solo a través de ese modo se asegurará a los
justiciables el derecho a contar con una debida respuesta a sus pretensiones, mediante argu­
mentos y razonamientos, aunque no siempre se puedan compartir.




